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ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS / DEBIDO PROCESO / DECISIÓN / ENVÍO DEL EXPEDIENTE / HECHO SUPERADO / EXHORTO -  Si bien es cierto el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, no allegó copia de la remisión del expediente del señor Jarrison Sierra Salgado a sus homólogos en la ciudad de Tunja, Boyacá, tal actuación se advierte ejecutada según la anotación del 8 de marzo de 2018 la que registra el proceso del accionante en la copia de la página web de la Rama Judicial (Fl. 26).  Así  mismo, se observa  copia de la página del SISIPEC- INPEC en el que señala que la autoridad que conoce del caso del señor Salgado Sierra es el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, Boyacá (Fl. 28).

Ante la vinculación al presente trámite del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, Boyacá, este Despacho encontró en el expediente del señor Sierra Salgado una solicitud con fecha del 4 de abril del presente año, tendiente a que se estudie la acumulación de penas.  Por lo tanto, profirió el 16 de mayo de 2018 un auto…

(…)

Así las cosas, esta Sala concluye con fundamento en las pruebas que obran dentro del plenario, que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió al accionante su solicitud de acumulación jurídica de penas, lo que significa que se ha configurado una carencia actual de objeto por  hecho superado. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la improcedencia de la acción de tutela por carencia actual de objeto se configura en tres eventos: hecho superado, daño consumado y otra circunstancia que determine que la orden de tutela no surta ningún efecto. Estas circunstancias fueron reseñadas de manera especial por la Corte Constitucional mediante la Sentencia T-735 de 2014,…

(…)

Por lo tanto, si lo pretendido por el señor Jarrison Sierra Salgado  era que se atendiera su solicitud frente a los recursos interpuestos en contra del Auto No.198 del 29 de enero de 2018 y el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad dio cumplimiento a ello, se entiende que fueron satisfechas las pretensiones formuladas en la demanda de amparo antes de proferido el fallo de tutela.  Consecuentemente, esta Sala concluye que el presente mecanismo carece de objeto por hecho superado, pues la protección del derecho fundamental invocado y la orden que en su momento debía proferirse para tal fin, recaen sobre la petición ya resuelta.

No obstante lo anterior, como no quedó acreditado en el presente trámite que el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, despacho competente de vigilar la pena del accionante y donde se encuentran las decisiones que alega no han sido notificadas, esta Sala exhortará a esa célula judicial que verifique que el señor Sierra Salgado sea efectivamente notificado del contenido del Auto interlocutorio No.423 del 1º de marzo de 2018. Esta Sala no hará pronunciamiento alguno frente a la petición que al parecer el accionante radicó el 4 de abril del año que avanza en el Juzgado ejecutor de Tunja, por cuanto esto no fue objeto de debate.
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Jarrison Sierra Salgado en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, petición y acceso a la administración de justicia.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Del escrito introductorio de la demanda se extrae que el señor Jarrison Sierra Salgado puso en conocimiento del  juez constitucional lo siguiente:

· Interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra del auto interlocutorio No.198 del 29 de enero de 2018 por medio del cual el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió su solicitud de acumulación jurídica de penas, respecto del cual fue notificado la admisión del recurso de reposición, pero aún no se le ha notificado la decisión.

· Aduce el accionante que tiene conocimiento que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas no envió el proceso al  juzgado de Tunja, Boyacá, donde se encuentra vigilando la condena que le fue impuesta.
· Indicó que el auto antes mencionado fue recurrido por cuanto consideró que no se ajustaba al principio constitucional de legalidad, lo que vulnera su derecho fundamental al debido proceso y su proceso de resocialización, toda vez que de la decisión depende que “se fije el total de meses que debe acreditar como pena purgada para acceder a  mediana seguridad” y con ellos a los beneficios administrativos. 

· Mencionó que las solicitudes  que presentan los internos sobre situación jurídica deben ser resueltas en un término de 15 días, pues desconoce si existe otra norma que señale un término diferente para responder casos como el suyo, por lo que considera que más de dos meses es un lapso más que razonable para que el juzgado accionado absuelva su inquietud. 
· Consideró vulnerados sus derechos al debido proceso, petición y acceso a la administración de justicia, los cuales solicita su protección y en tal sentido, se requiera al Juzgado 4º Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que  allegue copia del auto interlocutorio recurrido y del recurso interpuesto con el fin de que se decida el mismo. 

2.2. Mediante auto del 8 de mayo de 2018 se avocó el conocimiento de la presente acción constitucional y se ordenó correr traslado de la misma al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital (Fl. 29) y el 18 de mayo de 2018 se ordenó vincular al presente trámite al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, Boyacá (Fl. 29).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA 

Precisó que el 8 de marzo del presente año, el proceso que ese despacho vigilaba en donde resultó condenado el señor Sierra Colorado (sic)  fue remitido a sus homólogos en la ciudad de Tunja, Boyacá, en atención al traslado del actor al establecimiento penitenciario de Cómbita.  Por lo tanto, la información que a continuación se relaciona se fundamenta en las copias digitales de las decisiones que reposan en ese juzgado y con forme a la consulta en la página web de la Rama Judicial:

- Confirmó que el accionante interpuso y sustentó los recursos de reposición y apelación en contra de la decisión de ese despacho de acumular dos procesos seguidos en su contra y en donde se impuso como pena final la de 41 años 9 meses de prisión.  En el mismo sentido y con idéntica pretensión, su defensor interpuso y sustentó los recursos de reposición y apelación, cuya petición principal era la imposición de un máximo de 40 años de prisión, por ser el tope legal.

·   Mediante auto No.423 del 1º de marzo de 2018, ese juzgado repuso para modificar la anterior decisión y accedió a las pretensiones del defensor, al imponer como pena principal al señor Sierra Salgado la de 40 años de prisión por su responsabilidad en los delitos por los cuales resultó condenado. Por lo tanto, contra esa decisión no se concedió el recurso de apelación por carencia de objeto.   Así mismo, se decidió no redosificar la sanción impuesta por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Neiva, Huila, de 240 meses de prisión, al encontrarlo responsable de los delitos de homicidio agravado y homicidio agravado tentado, esta última petición fue hecha solo por el sentenciado, decisión en contra de la cual se informó que procedían los recursos de reposición y apelación. Desafortunadamente, la no reposar en ese juzgado el proceso objeto de estudio, no es posible allegar copias de la notificación efectuada al interno de esta última decisión ni de la solicitud que presentó ante ese juzgado.

·  Afirmó el accionante en su escrito de tutela que le fue notificada “la admisión del recurso de reposición”, situación que no puede consultar la realidad ante la inexistencia de un acto procesal con esa característica y además, porque la única decisión que se notifica es aquella mediante la cual se accede o no a la pretensión del condenado.

· Adjuntó copias de los autos Nos. 198 de enero 29 y No.423 del 1º de marzo de 2018 con los cuales se definió la solicitud de acumulación de penas y posterior recurso de reposición interpuesto en contra de esa determinación, así como de la página web de la Rama Judicial en el que se detalla el movimiento del proceso y se observa: i) que el 19 de febrero del año en curso, pasó a ese despacho para resolver el recurso de reposición, ii)  el 2 de marzo siguiente, se tomó la decisión en ese sentido; iii) el 6 de marzo de 2018 el proceso pasa a la notificadora para lo de su cargo y iv) el 8 de marzo de 2018 se remite el proceso a Tunja por competencia.
Solicitó la vinculación al presente trámite a su homólogo 3º de Tunja, Boyacá, despacho que actualmente vigila la actuación seguida en contra del señor Sierra Salgado, con el fin de que aporte copia del acta de notificación de las decisiones relacionadas en este escrito y que deben obrar en los cuadernos que se remitieron a esa dependencia para lo cual adjuntó copia de los registros del “Sisipec Web” que da cuenta de esta situación.

Consideró que no se han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el actor (Fls. 20-28)
3.2. JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE TUNJA, BOYACÁ
Informó que la acumulación jurídica de penas decretada por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en la providencia del 1º de marzo de 2018, involucró los siguientes fallos en contra del señor Jarrison Sierra Salgado:
· Sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Neiva el 29 de enero de 2018 (sic), condenando a la pena de veintiocho (28) años y nueve (9) meses de prisión y a la accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas por el mismo lapso, en calidad de autor, responsable de la conducta punible de homicidio agravado perpetrada el 17 de enero del año 2005. Se le negaron los mecanismos sustitutivos de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria (radicado 2013-26698).

· Sentencia emitida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Neiva el 30 de septiembre de 2011, condenado a la pena principal de doscientos cuarenta (240) meses de prisión y la accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas por un periodo igual, como responsable del delito de homicidio agravado y tentativa de homicidio agravado cometido el 25 de abril de 2004. No se le concedió ningún subrogado penal (radicado 2011-00106).
Señaló que el señor Sierra Salgado actualmente se halla privado de la libertad en el establecimiento penitenciario de alta y mediana seguridad de Cómbita cumpliendo la pena anteriormente referida.

Advirtió que la acción de tutela fue sustentada en que ese juzgado no ha dado respuesta a la solicitud de 4 de abril pasado, orientada a que se estudie la acumulación jurídica de la pena.  Al respecto, informó que inicialmente el sentenciado Sierra Salgado solicitó la acumulación jurídica de la pena que se ejecuta en el presente asunto, bajo el Radicado No. 41001310400520170008600, impuesta por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Neiva en sentencia emitida el 14 de marzo del presente año.  Dicha petición fue considerada por ese despacho por medio del auto de fecha 16 de marzo de 2018 en el que se dispuso, previamente a adoptar la correspondiente decisión de fondo solicitar al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Neiva la remisión del expediente en el que se impuso la pena, cuya acumulación pretende el sentenciado. 

Señaló que para dar cumplimiento a lo dispuesto en el auto anteriormente referido,  se libró el oficio No. 1386 dirigido al interno y el No. 1385 al referido ente fallador, ambos del 16 de mayo de 2018, sin que hasta el momento se haya obtenido la respuesta requerida para entrar a resolver de fondo la petición atrás mencionada. 

Consideró que no se le puede atribuir a ese juzgado una actuación lesiva de derechos fundamentales del accionante, toda vez que sus peticiones han sido debidamente atendidas y los pronunciamientos de fondo en relación con las solicitudes concretas que han sido formuladas, tanto por él como su defensora, indefectiblemente dependen de la información y la documentación requerida a las autoridades penitenciarias y judiciales anteriormente indicadas. 

Informó que en estos momentos se están surtiendo en el Centro de Servicios Administrativos de estos Juzgados los correspondientes trámites de notificación de la decisión a los sujetos procesales. 

Manifestó que si bien es cierto, el hecho de no haberse resuelto con anterioridad las pretensiones del accionante repercutía en el quebrantamiento de los derechos invocados, tendría que concluirse que al proferirse la providencia previamente aludida, se generó la cesación de la actuación impugnada. Por lo tanto, considera que existe carencia actual de objeto derivada de un hecho superado, por lo que la decisión a adoptar no sería otra a la de denegar la tutela, conforme a lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 y por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en la Sentencia T-464 de 2009, de la cual extrajo algunos apartes.
Agregó que no  fue posible resolver antes las peticiones del accionante debido a la alta carga laboral de ese juzgado, lo que obviamente genera una gran cantidad de trámites y solicitudes de toda clase por parte de las personas que se encuentran recluidas en los diferentes establecimientos que hacen parte de ese circuito penitenciario (8 en total), en el Centro de Rehabilitación integral de Boyacá CRIB (inimputables), los que cumplen pena de prisión en la modalidad de domiciliaria, sus apoderados, los centros de reclusión, otros funcionarios judiciales y entidades oficiales, aparte de las decisiones que oficiosamente hay lugar a adoptar.
Por lo tanto, solicitó que se denegada la tutela promovida por el recluso Sierra Salgado (Fls. 32 y 33). 

Adjuntó copia del auto del 16 de mayo de 2018, de los oficios Nos.1385 y 1386 del 18 de mayo de 2018 dirigidos al Juzgado 5º Penal del Circuito de Neiva, Huila y  al señor Sierra Salgado, respectivamente, y de la relación de las actuaciones del proceso del accionante, registradas en la página web de la Rama Judicial (Fls. 34-37).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar los requerimientos de la apoderada judicial del señor Jarrison  Sierra Salgado  son susceptibles de ser reclamados en virtud del derecho de petición, tal como lo indica en el acápite de pretensiones del escrito introductorio de la demanda o por el contrario, a través del derecho de postulación ante el funcionario  que actualmente tiene a cargo la vigilancia del proceso por el cual fue condenado por el delito concierto para delinquir agravado.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Frente a las peticiones presentadas por los ciudadanos, es deber de  las autoridades de responderlas dentro del plazo establecido por la ley, resolviendo de fondo y claramente lo pedido, tal como lo indicó el legislador (ley 1755 de 2011) y la jurisprudencia. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-329 de 2011 indicó que la violación del derecho de petición puede dar lugar a la incoación de una acción de tutela para lo cual se exigen los dos extremos fácticos siguientes que han de cumplirse con rigor, así:
“Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada. 

 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición.” (Subrayas nuestras).
4.6. Con respecto al derecho de petición ante las autoridades judiciales,  la Corte en sentencia T-215A del 2011
 manifestó: 

“Ahora bien, en lo que respecta al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte ha precisado sus alcances al manifestar que si bien es cierto que el derecho de petición puede ejercerse ante los jueces y en consecuencia éstos se encuentran en la obligación de tramitar y responder las solicitudes que se les presenten, también lo es que “el juez o magistrado que conduce un proceso judicial está sometido -como también las partes y los intervinientes- a las reglas del mismo, fijadas por la ley, lo que significa que las disposiciones legales contempladas para las actuaciones administrativas no son necesariamente las mismas que debe observar el juez cuando le son presentadas peticiones relativas a puntos que habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con arreglo a las normas propias de cada juicio (artículo 29 C.P.).” 

En este sentido, la Corte señaló que debe hacerse una distinción entre los actos de carácter jurisdiccional y los administrativos, para lo que expresó: “debe distinguirse con claridad entre aquellos actos de carácter estrictamente judicial y los administrativos que pueda tener a su cargo el juez. Respecto de estos últimos son aplicables las normas que rigen la actividad de la administración pública, es decir, en la materia bajo análisis, las establecidas en el Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984).”

En ese orden de ideas, la Corporación ha establecido que el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso y del derecho al acceso de la administración de justicia, en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).”  (Subrayas propias)
4.7.  DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1. En el caso sub examine, pretende el señor Jarrison Sierra Salgado, quien se encuentra recluido en la cárcel de Cómbita, Boyacá,  que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resuelva el recurso de recurso de reposición y en subsidio el de apelación instaurados en contra del auto interlocutorio No.198 del 29 de enero de 2018 por medio del cual dicho despacho resolvió su solicitud de acumulación jurídica de penas.  Así mismo, que el juzgado accionado envíe su proceso a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, Boyacá, por competencia, en donde se encuentra vigilando la condena que le fue impuesta.

4.7.2. Dentro del presente trámite de tutela se logró comprobar que mediante auto interlocutorio No.198 del 29 de enero de 2018, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, se pronunció sobre la petición del accionante concerniente a la acumulación jurídica de las sentencias impuestas al mismo y, después de evaluar la situación jurídica del condenado, resolvió (Fls. 22 y 23):

“PRIMERO:
 AVOCAR el conocimiento del proceso seguido contra Jarrison Sierra Salgado por los injustos de Homicidio Agravado y Homicidio Agravado tentado, con radicación 41 001 3107 002 2011 00106.

SEGUNDO: DECRETAR la acumulación jurídica de penas a favor de Jarrison Sierra Salgado, de conformidad con lo reglado por el artículo 460 del Código de Procedimiento Penal, por las sentencias de condena señaladas en esta providencia – radicados 2013-26698 y 41 001 3107 002 201 00106, por lo que el aquí condenado queda por cuenta del proceso con radicación interna 2013-26698.

TERCERO: DECLARAR que la pena principal que en definitiva deberá purgar Jarrison Sierra Salgado como consecuencia de la acumulación aquí decretada es de 501 meses de prisión.

CUARTO: DECLARAR  que la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas que deberá purgar Jarrison Sierra Salgado es de 20 años.   No se modifica lo relacionado con la negativa de conceder el mecanismo sustitutivo de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

QUINTO: REMITIR copia de la presente decisión al centro de servicios administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Neiva, Huila, para que se efectúe la remisión de lo actuando en el proceso con radicación 41 001 3107 002 2011 00106 en esa dependencia y se anexe a este proceso.

SEXTO: En firme este auto, por secretaría se oficiará al Director del Establecimiento penitenciario de mediana seguridad y carcelario de esta ciudad y a los organismos de ley, para darles a conocer la acumulación decretada.
SÉPTIMO: Contra la presente decisión proceden los recursos de reposición y/o apelación.”
4.7.3. Igualmente, el J4EPMS allegó copia del Auto No.423 del 1º de marzo de 2018 por medio del cual resolvió el recurso de reposición interpuesto tanto por el señor Sierra Salgado, como por su defensor, en contra de la decisión del 29 de enero de 2018 en la cual se decretó la acumulación jurídica de penes y se impuso sanción final  de 41 años y 9 meses de prisión, en la que se decidió lo siguiente (Fls. 24 y 25):

“PRIMERO: REPONER para modificar la decisión tomada mediante auto interlocutorio 198 de enero 29 de 2018, en el sentido de imponer como pena principal a Jarrison Sierra Salgado, la de 40 años de prisión, en los radicados internos 26698 y general 41 001 3107 002 2011 00106, del modo expuesto en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO: NO REDOSIFICAR la sanción impuesta a Jarrison Sierra Salgado, dentro del proceso seguido con radicación 41 001 3107 002 2011 00106, por las razones expuestas en el aparte considerativo de esta providencia.

TERCERO: Contra la decisión de imponer pena de prisión de 40 años de prisión, por vía de acumulación de penas, no procede recurso alguno.

CUARTO: NO CONCEDER el recurso de apelación interpuesto contra la presente decisión, por carencia actual de objeto, pues se accedió a la pretensión del condenado y su abogado defensor.
QUINTO: INFORMAR que contra la decisión de no redosificar la sanción impuesta a Jarrison Sierra Salgado, dentro del proceso seguido con radicación 41 001 3107 002 2011 00106, proceden los recursos de ley, de conformidad con lo reglado por el artículo 190 de la Ley 600 de 2000.”

4.7.4.  Si bien es cierto el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, no allegó copia de la remisión del expediente del señor Jarrison Sierra Salgado a sus homólogos en la ciudad de Tunja, Boyacá, tal actuación se advierte ejecutada según la anotación del 8 de marzo de 2018 la que registra el proceso del accionante en la copia de la página web de la Rama Judicial (Fl. 26).  Así  mismo, se observa  copia de la página del SISIPEC- INPEC en el que señala que la autoridad que conoce del caso del señor Salgado Sierra es el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, Boyacá (Fl. 28).

4.7.5. Ante la vinculación al presente trámite del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, Boyacá, este Despacho encontró en el expediente del señor Sierra Salgado una solicitud con fecha del 4 de abril del presente año, tendiente a que se estudie la acumulación de penas.  Por lo tanto, profirió el 16 de mayo de 2018 un auto mediante el cual dispuso, por conducto del Centro de Servicios de esos juzgados, lo siguiente (Fl. 34):

“1. OFICIESE al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Neiva para que informe si en efecto el radicado NUR.41001310400520170008600 corresponde a sentencia dictada contra el sentenciado HARRISON SIERRA SALGADO, de ser así, en calidad de préstamo remitan a este Despacho dicho expediente. Lo anterior, con el fin de estudiar una eventual acumulación jurídica de penas.

2. Notifíquese Personalmente al sentenciado HARRISON SIERRA SALGADO del auto interlocutorio No.423 de fecha 01 de Marzo de 2018, emitido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira Risaralda visto a folio 324 a 325 del c. control N.I. 9248 remitiéndosele copia íntegra para conocimiento de la oficina jurídica del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Cómbita (Boyacá), y para que obre en la hoja de vida del aludido sentenciado.

3.  De igual forma comuníquese esta determinación al sentenciado, para su conocimiento y fines pertinentes”.  

4.7.6.  Igualmente, el juzgado ejecutor de Tunja hizo alusión al oficio No.1386 del 18 de mayo de 2018 con el cual se pretende notificar al accionante  la anterior decisión; sin embargo, el contenido del mismo señala: “En cumplimiento de lo dispuesto por el Juzgado 003 de esta especialidad, mediante auto del ONCE (11) de DICIEMBRE de DOS MIL TRECE (2013), comedidamente le remito copia de la providencia en mención para su conocimiento y fines legales pertinentes” (Fl. 35).  En el mismo sentido, dirigió el oficio No.1385 del 18 de mayo de 2018 al Juzgado 5º Penal del Circuito de  Neiva, Huila,  con el fin de que se sirviera remitir en calidad de préstamo el expediente del accionante bajo el radicado No.4100131040012006000029 (Fl. 36). 

4.7.7.  Así las cosas, esta Sala concluye con fundamento en las pruebas que obran dentro del plenario, que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió al accionante su solicitud de acumulación jurídica de penas, lo que significa que se ha configurado una carencia actual de objeto por  hecho superado. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la improcedencia de la acción de tutela por carencia actual de objeto se configura en tres eventos: hecho superado, daño consumado y otra circunstancia que determine que la orden de tutela no surta ningún efecto. Estas circunstancias fueron reseñadas de manera especial por la Corte Constitucional mediante la Sentencia T-735 de 2014, en la que se refirió de la siguiente manera:

“Mediante sentencia T-533 de 2009, esta Corporación manifestó que el fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto. Lo anterior, como resultado de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

3.2. La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela. 
(…) 3.4. De otra parte, la carencia actual de objeto por daño consumado se presenta cuando “no se reparó la vulneración del derecho, sino por el contrario, a raíz de su falta de garantía se ha ocasionado el daño que se buscaba evitar con la orden del juez de tutela”, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro, y lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho fundamental.
3.5. Asimismo, advierte la Sala que es posible que otra circunstancia que determine que, igualmente, la orden del/de la juez/a de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surta ningún efecto. A manera de ejemplo, ello sucedería en el caso en que, por una modificación en los hechos que originaron la acción de tutela, el accionante perdiera el interés en la satisfacción de la pretensión solicitada o ésta fuera imposible de llevar a cabo.” 

4.7.8.  Por lo tanto, si lo pretendido por el señor Jarrison Sierra Salgado  era que se atendiera su solicitud frente a los recursos interpuestos en contra del Auto No.198 del 29 de enero de 2018 y el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad dio cumplimiento a ello, se entiende que fueron satisfechas las pretensiones formuladas en la demanda de amparo antes de proferido el fallo de tutela.  Consecuentemente, esta Sala concluye que el presente mecanismo carece de objeto por hecho superado, pues la protección del derecho fundamental invocado y la orden que en su momento debía proferirse para tal fin, recaen sobre la petición ya resuelta.

4.7.9.  No obstante lo anterior, como no quedó acreditado en el presente trámite que el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, despacho competente de vigilar la pena del accionante y donde se encuentran las decisiones que alega no han sido notificadas, esta Sala exhortará a esa célula judicial que verifique que el señor Sierra Salgado sea efectivamente notificado del contenido del Auto interlocutorio No.423 del 1º de marzo de 2018. Esta Sala no hará pronunciamiento alguno frente a la petición que al parecer el accionante radicó el 4 de abril del año que avanza en el Juzgado ejecutor de Tunja, por cuanto esto no fue objeto de debate.

DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO frente a la petición del señor Jarrison Sierra Salgado, tendiente a que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital resolviera los recursos legales interpuestos en contra del Auto No.198 del 29 de enero de 2018.
SEGUNDO: EXHORTAR  al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Tunja, Boyacá verifique que el señor Jarrison Sierra Salgado sea efectivamente notificado del contenido del Auto interlocutorio No.423 del 1º de marzo de 2018 proferido por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
� Corte Constitucional, Sentencia T-215A del 28 de marzo de 2011. M.P. Mauricio González Cuervo. 
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